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Proyecto de Ley ____ de 2017 

 
 

 
“Por medio del cual se dictan normas para el ejercicio de la profesión de 

administración, se expide el código de ética y se deroga la Ley 60 de 1981” 

 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Honorables Congresistas: 
 
Me permito presentar al Congreso de la República el presente proyecto de 

Ley “Por medio del cual se dictan normas para el ejercicio de la profesión de 
administración, se expide el código de ética y se deroga la Ley 60 de 1981”, 
para su correspondiente estudio; el cual espero sea acogido positivamente 
por la trascendencia e importancia del mismo. 
 

 
1. MARCO NORMATIVO 

 
La Constitución Política dispone, en su Art. 26:  
 

“(…) Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en 
colegios. La estructura interna y el Funcionamiento de estos deberán ser 
democráticos” (...) La Ley podrá́ asignarles funciones públicas y establecer 

los debidos controles”.  
 

En sentencia C-530 de 2000 proferida por la Corte Constitucional M.P 
ANTONIO BARRERA CARBONELL se afirmó lo siguiente:  
 

“(…)es acorde con el art. 26 de la Constitución, que atribuye a las 
autoridades competencia para inspeccionar y vigilar el ejercicio de las 
profesiones, con el fin de prevenir la ocurrencia de riesgos sociales; en tal 
virtud, para cumplir con este cometido le corresponde al legislador 
determinar la composición y señalar las funciones de los órganos 
encargados del control disciplinario, para asegurar que el ejercicio de la 
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respectiva profesión se cumplan dentro de ciertos parámetros éticos y de 
eficiencia, eficacia y responsabilidad, acordes con el interés general que 
demanda la prevención de los aludidos riesgos (…).” (Subrayado fuera de 
texto) 

 
 

La misma Corporación en sentencia C- 660- 97, con ponencia de 
HERNANDO HERRERA VERGARA. Preceptuó: 

 
 “(…) Además, la protección a la sociedad que se pretende con la 
reglamentación de la profesión de administración de empresas por su 
función social, mediante un desempeño idóneo y dentro de una moralidad, 
para que los intereses de las organizaciones privadas y públicas puedan 
estar garantizados por los profesionales que los dirijan, como así se 
estableció en la exposición de motivos de la Ley 60 de 1981, plantea una 
ponderación de intereses jurídico-constitucionales frente al ejercicio mismo 
de los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, la 
libertad de escoger profesión u oficio y al trabajo, que en ningún caso puede 
resolverse minando el núcleo esencial de los mismos (…)”. (Subrayado fuera 
de texto) 
 

Dentro de dicho marco se han conformado colegios o consejos, cuyo objeto 
social se enfoca en habilitar el ejercicio profesional, llevar el registro de las 
matrículas y asegurar la calidad de los servicios prestados, y en muchos 

casos, de garantizar los principios éticos con los que se presta un servicio 
en lo que se refiere a las profesiones reconocidas. Para garantizar el 
cumplimiento de este último evento, vigila, investiga y sanciona 

comportamientos que atenten contra la ética profesional. 
 

Para el caso particular, a través de la Ley 60 de 1981 se reconoce la 
carrera de Administración de Empresas como una profesión de nivel 
superior universitario, se establece la matrícula profesional como requisito 

para el ejercicio legal de la profesión en Colombia, y a su vez se crea el 
Consejo Profesional de Administración de Empresas y se le asignan sus 

funciones. 
 
Teniendo en cuenta que es una profesión de nivel universitario, mediante 

el artículo 69 de la Constitución Política se garantiza la autonomía 
universitaria, lo que indica que las universidades podrán darse sus 
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directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley, en ese 

orden la Institución de Educación Superior desarrolla los programas 
académicos y otorga los correspondientes títulos. La nomenclatura de los 

títulos estará en correspondencia con las clases de instituciones duración 
de programa y niveles de grado y posgrado. (Ley 30 de 1992, artículos 24, 
26 y 30). 

 
Lo anterior, sin perjuicio de que el Ministerio de Educación Nacional, MEN, 

se encargue de evaluar el contenido y el nivel académico de cada programa 
y expedir su autorización oficial. No obstante, la garantía de autonomía 
universitaria no es del todo absoluta en la medida que debe tener sujeción 

a la Constitución y a la Ley. 
 
La finalidad que persiguió el legislador con la creación del CPAE, en la 

ponencia para primer debate de la Cámara de Representantes del proyecto 
de ley que dio origen a la Ley 60 de 1981, fue:  

 
“(…) los indicadores económicos del país nos muestran que existe cada vez 
más, un crecimiento de la actividad y por ende la empresarial, lo que 
significa que existe una gran necesidad de preparar recursos humanos más 
capacitados en el manejo de las empresas que participan en dichas 
actividades. El país necesita desarrollar una administración que esté acorde 
con sus propios recursos y necesidades. Con la creación del Consejo 
Profesional de Administración de Empresas se regulará y dirigirá de la 
manera más efectiva posible la carrera de Administración de Empresas. 
Además, dicho Consejo Profesional mediante un esfuerzo continuo de 
investigación, educación y extensión participará en el proceso de eliminación 
de las deficiencias educativas detectadas, dentro del campo de las ciencias 
administrativas (…). 
 
 
En consecuencia, en principio a través de la Ley 61 de 1981 se dio 

cumplimiento al mandato constitucional, en la medida que creó el CPAE, 
se determinó su composición y señaló las funciones, para asegurar que el 

ejercicio de la carrera de administración de empresas corresponda al 
interés general. 
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2. ÁMBITO DE COMPETENCIA DEL CONSEJO PROFESIONAL DE 

ADMINISTRACIÓN  
 

Dentro del marco de competencia del Consejo Profesional de 
Administración, no se previó la convalidación de títulos entre los 
programas de Administración para efectos de la expedición de la tarjeta 

profesional, pese a que las Instituciones Universitarias contaban con todos 
los permisos exigidos por el Ministerio de Educación Nacional, MEN y la 

correspondencia tanto en el perfil profesional como el ocupacional, la 
similitud con el área de conocimiento de los administradores. 
 

La Ley 60 de 1981, en su artículo 4°, consagró como requisitos para 
ejercer la profesión de Administrador de Empresas, el título profesional 
expedido por una Institución de Educación superior debidamente 

certificada por la autoridad competente y la matricula profesional expedida 
por el Consejo. Posteriormente, mediante la Ley 20 de 1988 en el artículo 

1º se establece la equivalencia entre la profesión de Administrador de 
Empresas y Administración de Negocios. 
 

En la medida en que para otorgar  la tarjeta profesional, se exige 
puramente el título de “administrador de empresas”, se están viendo 

afectados otros número considerable de profesionales del área de la 
administración, los cuales cursaron sus estudios superiores, de 
conformidad con el programa ofrecido por las instituciones, dentro del 

marco de la autonomía universitaria otorgada por el constituyente, 
estudios en programas que se han venido adaptando a las dinámicas 
propias del desarrollo de la ciencia y de la técnica y en atención al énfasis 

que se pretende dar por la Institución, con miras a brindar una mejor 
preparación, claro está sin perderse vista el núcleo básico de formación. 

  
De tales disposiciones se han generado varias vicisitudes, en especial para 
los egresados de carreras afines del núcleo de administración, a quienes el 

Consejo no les expide tarjeta profesional debido a la falta de competencia. 
 

Esta circunstancia ha conllevado a no tramitar varias peticiones, 
generándose la devolución sin trámite de solicitudes de profesionales de 
administración, y fallos desfavorables en sede de tutela.  
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Sobre el particular la Corte Constitucional a través de sentencia T- 207 de 

2010, M.P NILSON PINILLA PINILLA. Indicó: 
 
“(…) Resulta desatinado que el Consejo Profesional de Administración de 
Empresas (CPAE) le impida al accionante matricularse como el profesional 
que es, después de cursar y aprobar los programas establecidos, dentro de 
los derroteros indicados por los entes públicos reguladores de la educación 
superior, que han observado los parámetros internacionalmente delineados. 
Es entonces evidente que al demandante le ha sido vulnerada su confianza 
legítima y, con ello, alterada la facultad de desempeñar la profesión 
escogida, en conexidad con el derecho al trabajo, circunstancia que es obvia 
por la existencia misma del requisito de la matrícula y la expedición de la 
tarjeta profesional; además del derecho a la igualdad frente a otros 
administradores de empresa, a quienes sí se les ha matriculado y expedido 
la tarjeta profesional respectiva, habiendo cursado similares programas. 
  
También es evidente que el debido proceso administrativo le ha sido 
conculcado, por la indefinición de qué actuación debe realizar, y ante quién, 
para que se le inscriba y reconozca en la profesión que apropiadamente 
cursó y aprobó. 
  
(…)  
En su lugar, se protegerán los referidos derechos de Diego Hernán Murillo 
Penagos y se ordenará al Consejo Profesional de Administración de 
Empresas (CPAE), por conducto de su representante legal o quien haga sus 
veces, que si aún no lo ha realizado, dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la notificación de esta sentencia, matricule al mencionado Administrador de 
Empresas y le expida la correspondiente tarjeta profesional. 
  
De otra parte, para evitar la repetición de similares omisiones (inciso final 
art. 24 D. 2591 de 1991) y consecuenciales quebrantamientos de derechos 
fundamentales, como los aquí protegidos y en igualdad ante Diego Hernán 
Murillo Penagos, se prevendrá al CPAE para que tome las medidas que 
permitan la homologación del título de Administrador de Empresas con otros 
autorizados de similar denominación, igual objetivo y equiparables 
contenidos académicos”. (Subrayado fuera de texto) 
  

Bajo estos supuestos, el Consejo Profesional de Administración debe 
gestionar lo pertinente de cara a amparar y legalizar el ejercicio profesional 
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de las carreras de administración, con el mismo objetivo y contenidos 

académicamente equiparables a los de la carrera de administración de 
empresas, es decir, que tengan el mismo núcleo básico, garantizando la 

matrícula y expedición de las tarjetas profesionales. 
 
Es por estas razones de hecho y de derecho referidas previamente, por la 

cuales, resulta necesario unificar y regular la profesión  de Administración 
en Colombia, mediante la integración de tales programas y de sus  

denominaciones asimilables; por citar algunos ejemplos: Administración 
Agropecuaria,  Administración Aeronáutica, Administración Turística y 
Hotelera, Administración Industrial, etc., de acuerdo a los criterios trazados 

por el Ministerio de Educación Nacional, MEN, en materia de educación, y 
siempre y cuando sean profesiones que no estén reguladas por otras 

instituciones. 
 
Empero, no basta con solo unificar bajo una misma tarjeta profesional los 

programas de administración, sino regular su ejercicio, vigilancia y 
control. Conscientes de la importancia de la materia, mediante la 

presentación de este proyecto de ley en el cual se da cobertura para la 
expedición de tarjetas profesionales a las carreras que hagan parte del 
ámbito de conocimiento de la administración, así como los programas que 

tengan el mismo objetivo, similar denominación o equiparables contenidos 
académicos,  se da lugar a  la inclusión, socialización y participación 
activa  de las autoridades competentes, estudiantes, egresados docentes e 

instituciones académicas y empresarios de las diferentes carreras, con el 
objeto de llenar este vacío normativo.  

 
La redacción de la norma que se propone es del siguiente tenor literal: 
 
“Artículo 3. Destinatarios: Son destinatarios de esta ley, los 
Administradores en ejercicio de su profesión que cumplan con la misión de 
asesorar, patrocinar y asistir a las personas naturales o jurídicas, tanto de 
derecho privado como de derecho público. 
Se entienden cobijados bajo este régimen los Administradores que 
desempeñen funciones públicas relacionadas con dicho ejercicio. 
Igualmente, lo serán los Administradores que en representación de una 
firma o asociación de Administradores suscriban contratos de prestación de 
servicios profesionales a cualquier título. 
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Artículo 4. Programas regulados. El Consejo Profesional expedirá la 

tarjeta profesional y ejercerá la vigilancia del ejercicio profesional de los 
programas que correspondan al ámbito de conocimiento de la 
administración. Estos estarán determinados en atención a las herramientas 
normativas que disponga la autoridad competente para la aprobación oficial 
de los programas académicos, así como los programas que tengan el mismo 
objetivo, similar denominación o equiparables contenidos académicos”.  
 

 
3. NATURALEZA DEL CONSEJO PROFESIONAL 
 

Adentrándonos a la naturaleza del Consejo Profesional de Administración 
de Empresas, el Consejo de Estado la revisó a través del concepto del 11 

de febrero de 1996, Rad. No. 5831, M.P Roberto Suárez Franco, en los 
siguientes términos: 
 

“(…) Mediante el citado estatuto legal se creó el Consejo Profesional de la 
especialidad, no propiamente como una dependencia de la Administración 
Pública de las contempladas en el artículo 16 del decreto 1050 de 1968, 
sino como organismo con una fisonomía propia que ejerce unas funciones 
especiales descritas en los artículos 9º y 11º de la ley 60 de 1981. 
 
(…) teniendo en cuenta que se encuentra adscrito al Ministerio de Desarrollo 
Económico, al que le corresponde aprobar los actos que aquel expide, se 
concluye que el Consejo participa de la naturaleza de una entidad de 
derecho público; sin embargo, no corresponde a la naturaleza de 
establecimiento público, ni a la de empresa industrial y comercial del Estado 
como tampoco a una sociedad de economía mixta. 
 
No obstante, el legislador al crear el Consejo de Administración de Empresas 
le asignó una tipología propia. En efecto, no le otorgó personería jurídica, 
como tampoco aparece que la haya adquirido mediante un acto posterior a 
su creación; está “adscrito al Ministerio de Desarrollo” razón por la cual 
ciertas decisiones para que tengan validez jurídica deben ser aprobadas por 

                                                        
1  En los mismos términos el Consejo de Estado emitió el concepto del 2 de 
diciembre de 2008, Radicación número: 11001-03-06-000-2008-00076-00(1924)- 
M. P Enrique José Arboleda Perdomo. 
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éste; además las políticas que desarrolla en ejercicio de las funciones 
públicas deben ceñirse a las directrices que trace el Gobierno Nacional. 
 
Por otra parte, administrativamente goza de cierta autonomía, ya que los 
actos que expide en ejercicio de sus funciones, solo gozan de recurso de 
reposición ante el mismo Consejo (art. 21 decreto 2718 de 1984). 
 
En un mismo orden de ideas se llega a la conclusión de que el Consejo, no 
fue creado como una dependencia del Ministerio de Desarrollo, ni como un 
establecimiento público, pero sí se le invistió de facultades legales para 
cumplir funciones públicas; de todo lo cual se infiere que participa más de la 
naturaleza de un organismo de derecho público que de derecho privado, 
regido por la ley 60 de 1981, el decreto 1718 de 1984, y su reglamento 
interno”. 
  
En los términos de la Alta Corporación, el Consejo participa de la 

naturaleza de una entidad de derecho público; sin que esto indique que se 
trata de un establecimiento público, empresa industrial o una sociedad de 
economía mixta y en esa medida y de conformidad con el artículo 26 de la 

Constitución Política ejerce funciones públicas. 
 

Frente a las características del CPAE, está adscrito actualmente al 
despacho del Ministro (a) de Comercio, Industria y Turismo, sin que goce 
de personería jurídica, ni de autonomía presupuestal y con autonomía 

administrativa parcial. 
 
Con el propósito de que el Consejo cumpla su nuevo rol, ámbito de 

competencia, y su nueva función, conocer de quejas en virtud de faltas a la 
ética profesional, debe ser capaz de representarse, adquirir, modificar, 

restringir, extinguir derechos o intereses legítimos y contraer obligaciones, 
garantizando por supuesto el cumplimiento de la Constitución Política y la 
Ley; también, de manejar su propio presupuesto teniendo en cuenta  sus 

criterios y necesidades, y finalmente, tener la facultad de organizarse 
internamente.  

 
En consecuencia, a partir de esta iniciativa se propone otorgarle 
personería jurídica, autonomía presupuestal y administrativa, no obstante, 

continuará trabajando conjuntamente con el Ministerio de Comercio 
Industria y Comercio como entidad adscrita. 
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Finalmente, será objeto de cambio de denominación por Consejo 

Profesional de Administración, de acuerdo a la ampliación de su ámbito de 
competencia. 

 
 
4. DEL CONTENIDO ÉTICO 

 
La deontología es el conocimiento del deber ser, etimológicamente deriva 

del griego deon-ontos: el deber y logos (logia): razonamiento ciencia. Esto 
significa que es la ciencia del deber. 
 

Bentham, definió deontología para designar la ciencia de la moralidad y la 
fundamentó sobre la concepción utilitaria.  

 
Luego, Carlo Lega la define como “conjunto de las reglas y principios que 
rigen determinadas conductas del profesional de carácter no técnico 
ejercidas o vinculadas de cualquier manera, al ejercicio de la profesión y la 
pertenencia al grupo profesional”.  
 
Comúnmente se utiliza más el término ética que es la parte de la filosofía 
que tiene por objeto la valoración moral de los actos humanos. (Monroy 

Cabra, 1998) 
 

Etimológicamente se deriva del vocablo griego ethos, que significa 
costumbre; de ahí que se haya tenido como la doctrina de las costumbres.  
 

Para Aristóteles el problema fundamental de la ética es la responsabilidad 
moral, por cuanto la moral tiene por ámbito las pasiones y acciones 

humanas, pero para que sea objeto de juicio la acción moral debe ser 
merecedora de elogio o reproche siempre y cuando aquella sea voluntaria, 
con esta tesis se acerca al concepto de libre albedrío. (Aristóteles, 2015) 

 
Luego, Kant sostuvo que la moral tiene una fundamentación racional por 

el hecho de darse en el contexto de la voluntad humana: 
 
“El hombre y en general, todo ser racional, existe como fin en sí mismo, no 
solo como medio para usos cualesquiera de esta o aquella voluntad, debe en 
todas sus acciones, no solo las dirigidas a sí mismo sino la dirigida a los 
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demás seres racionales, ser considerado al mismo tiempo como fin” (Kant, 

2004) 
 

A Kant se le debe uno de los esfuerzos más loables, como es el caso de 
atribuírsele un sentido racional a la ética, establecida en y para 

condiciones humanas, reflexionar acerca de la responsabilidad de nuestras 
acciones tiene mucha significación moral en cuanto atañe a otras 
personas, en tanto podemos dar una racionalidad práctica, esto es, la 

facultad de obrar por motivos y razones y la manera como nos 
relacionamos con el mundo y frente a otros, así mediante la voluntad , se 
relacionan de modo directo con juicios o principios que determinan mis 

acciones, equivalente a decir que los sujetos no obran de manera 
irracional, sino de conformidad con principios interiorizados. (Castro 

Blanco, 2015) 
 
Posteriormente, Hans Kelsen advierte que los usos lingüísticos confunden 

frecuentemente la moral con la ética y señala: “de suerte que muchas 
veces se afirma de la ética lo que solo corresponde a la moral: que regula 
conducta humana , que estatuye deberes y derechos”, en otras palabras, 

“indica que pues lo que es común necesariamente a todos los sistemas 
morales posibles, no consiste en otra cosa sino que imponen una 

determinada conducta a los hombres frente a los otros hombres, que 
estatuyen determinadas conductas como debidas” (Kelsen, 2009) 
 

Entonces tenemos que a través de la ética se regulan comportamientos o 
conductas racionales, en el marco de derechos y deberes, los cuales 

sobrevienen de la costumbre local. 
 
Según la Real Academia de la Lengua Española se entiende por Código el 

conjunto de normas legales sistemáticas que regulan unitariamente una 
materia determinada. 
 

En esa medida si queremos hablar de código de ética profesional, sería el 
conjunto de normas que regulan el ejercicio de determinada profesión - 

actuaciones profesionales-, indicando que es correcto e incorrecto, 
aceptable e inaceptable, como el procedimiento y las sanciones a las que 
haya lugar por malas prácticas, lo anterior, de conformidad con la función 

y responsabilidad social que adviene del título profesional. 
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Es importante manifestar que entenderemos la ética desde los aspectos de: 

 
 Responsability Responsabilidad por los propios actos ante sí mismo.  

 Accountability Responsabilidad frente a la sociedad, rendimiento de 
cuentas. 

 

No obstante, es conocido que el Legislador tiene restricciones por la 
Constitución Política al momento de regular la materia a través de un 

Código de ética, así quedó plasmado por la Corte Constitucional en la 
sentencia T- 579 de 1994, el Magistrado Carlos Gaviria Díaz quien 
sostuvo: 

 
“2. El Estado social de derecho organizado por el Constituyente de 1.991, 

tiene como uno de sus fines garantizar la efectividad de los derechos y 
deberes consagrados en la Carta Política (art. 2); para hacer posible la 
aplicación de esa garantía, el legislador desarrolla tanto los derechos como 
los deberes, y señala cuándo, en el ejercicio de aquéllos, se incurre en la 
transgresión de éstos; en otras palabras, fija el límite a partir del cual se 
irrespeta el derecho de los demás, al ejercer abusivamente el propio. 
 (…) 
La regulación legislativa del ejercicio de los derechos fundamentales, debe 
partir del reconocimiento de los límites ontológicos del derecho como forma 
de regulación de la conducta interferida; así lo precisó la Corte en la 
Sentencia C-221/94 (5 de mayo): 

 (..) 
"...En otros términos: el legislador puede prescribirme la forma en que 
debo comportarme con otros, pero no la forma en que debo 
comportarme conmigo mismo, en la medida en que mi conducta no 
interfiere con la órbita de acción de nadie..." 

  
En consecuencia, el Constituyente asignó al legislador la competencia para 
regular el ejercicio de los derechos fundamentales, dentro de límites ónticos 
como el señalado, que restringen los posibles contenidos de tal regulación, y 
hacen posible, para las autoridades, el respeto por la persona como ente 
moralmente libre. Además, permiten hacer efectiva a cada quien, la 
posibilidad de escoger su propio ideal de desarrollo personal, y de las 
condiciones de vida en las que busca realizarlo. 
(…) 

mailto:%20harry.gonzalez@camara.gov.co


 
C a r r e r a  7  N o .  8 - 6 8  O f . 5 4 3 b  T e l :  3 8 2 3 1 0 1  

E d i f i c i o  N u e v o  d e l  C o n g r e s o  d e  l a  R e p ú b l i c a  
 h a r r y . g o n z a l e z @ c a m a r a . g o v . c o  

 

Resumiendo: las personas son libres en Colombia para ejercer los derechos 
fundamentales, mientras respeten los de los demás y no abusen de los 
suyos. Corresponde al Congreso desarrollar la Constitución y precisar a 
partir de qué límites se irrespetan los derechos ajenos o se abusa de los 
propios; pero al cumplir esa función, no puede desvirtuar las pautas 
reguladoras establecidas, desconociendo la autonomía moral de la persona 
que la propia Carta reconoce y protege. Dentro de ese marco constitucional, 
el legislador fija los límites básicos para el libre ejercicio de los derechos 
fundamentales en leyes estatutarias, y los complementa, eventualmente, 
con leyes ordinarias en las que desarrolla la regulación. El contenido de 
estas leyes obedece a las prioridades y criterios del legislador, pero no 
puede sobrepasar límites constitucionales como el respeto por la dignidad de 
la persona, la igualdad de los destinatarios frente al ordenamiento, y la 
posibilidad física de acatar sus mandatos. 
 (…) 
Ahora bien: en los códigos de ética profesional se consagran como faltas, 
una serie de comportamientos que el legislador considera indeseables en el 
ejercicio de una profesión, y se señalan las sanciones que deben imponerse 
a quien incurra en tales faltas. A través de esta clase de códigos se imponen 
restricciones al libre ejercicio profesional, que van más allá de la exigencia 
de títulos de idoneidad, y de la previsión del riesgo social que comporta el 
ejercicio de algunas actividades (artículo 26 C.N.)”. (Subrayado fuera de 
texto). 
 

 
Descendiendo al caso particular de la carrera de administración, estos 
fueron los resultados que arrojó el estudio adelantado en conjunción con 

la Universidad Nacional de Colombia en el cual, entre otros se indagó por 
la importancia que tendría la expedición de un Código de Ética, se observó 

lo siguiente: 
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Comoquiera que en el marco de la carrera de administración no existe un 
código de ética profesional como en otras carreras, se advierte la necesidad 
de crear un documento que establezca los lineamientos del ejercicio 

profesional y de los comportamientos éticos. Toda vez que todo 
administrador debe tener presente en el ejercicio de su profesión que su 
actividad no sólo está encaminada a los aspectos profesionales, sino que 

debe cumplir con una función socialmente responsable y de respeto de la 
dignidad humana.  

 
Entre los aspectos a tener en cuenta se señalan: 
     

     Probidad   

     Competencia y actualización profesional 

     Respeto entre colegas 

     Observancia de las normas. 
 

En ese orden, la promulgación de contenidos éticos es básica, en aras de 
formar profesionales que propendan por el ejercicio ético y humano, frente 
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a las situaciones que les corresponde asumir, que tomen una actitud 

filosófica y reflexiva frente a su vida, como de las discusiones que plantea 
el entorno a los sistemas éticos en cada época de su desarrollo y 

particularmente en su labor, así como que se exijan conocimientos 
humanísticos básicos para la vida personal y profesional.  
 

En otras palabras, el accionar diario del profesional de la administración 
debe estar regido por buenas prácticas en donde predomine la moral y la 

ética, dejando de lado prácticas que conlleven a las relaciones 
interpersonales deficientes, violación de los derechos y actitudes 
censurables.  

 
En esa medida, el estatus que adquiere una profesión acreditada por sus 
resultados, su correcto ejercicio y por las buenas prácticas de los 

profesionales resultará en beneficios diversos, pero sobre todo elevará el 
prestigio de la administración en el país. El Consejo Profesional de 

Administración, así como las universidades, los estudiantes, los 
profesionales, los empresarios etc., y todas las personas que intervienen en 
este proceso, son los más interesados en proteger la ascendencia de la 

profesión. 
 

Razón por la cual, se debe premiar a quienes ejercer la profesión en 
condiciones éticas, así como sancionar a quienes cometan conductas que 
la afecten, de conformidad con la Constitución Política y las Leyes. 

 
Para ello es necesario que exista un documento, en el cual se establezcan 
explícitamente los destinatarios, requisitos para el ejercicio de la profesión, 

los principios rectores, los deberes y prohibiciones, las faltas, el 
procedimiento disciplinario, las sanciones, el ente encargado de vigilar que 

se cumpla lo redactado. 
 
Mediante ese proyecto se plasman todos estos aspectos que se resumen 

así: 
 

Principios 
 
Teniendo en cuenta que el Consejo Profesional de Administración cumple 

funciones públicas -administrativas se establecen principios en 
concordancia con los establecidos en la primera parte del Código de 
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Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 

1437 de 2011, con la Ley 1474 de 2011 y el Código Único disciplinario, 
garantizando las libertades, garantías y derechos fundamentales de los 

profesionales que incurran en conductas tipificadas como faltas.  
 
 

Faltas  
 

Respecto de las faltas que dan lugar a la iniciación del proceso 
disciplinario, se trabajó en aras de disminuir el margen de 
indeterminación de las mismas. Definiendo que ́ es falta, la escala de 

sanciones según la naturaleza de la falta, criterios para determinar la 
levedad o gravedad de la falta, faltas calificadas como gravísimas, concurso 
de faltas disciplinarias, y circunstancias que justifican la falta 

disciplinaria. 
 

 
Etapas 
 

En lo que respecta al proceso disciplinario, se ha concluido que las etapas 
del mismo son principalmente las siguientes: 1. Averiguación o indagación 

preliminar que puede ser iniciada de oficio o por denuncia. 2. Investigación 
formal, 3. Formulación de cargos y descargos. 4. Pruebas. 5. Alegatos de 
conclusión, 6. Fallo. 7. Recurso, y 8. Registro de la sanción (si a ello 

hubiere lugar), lo anterior, de conformidad con los tiempos previstos, y las 
debidas notificaciones.  
 

 
Proceso disciplinario  

 
Con relación al proceso e ́tico-disciplinario, se propone un conjunto de 

requisitos y procedimientos para las actuaciones administrativas   mayor 

rigor procesal, teniendo en cuenta la primera parte de la legislación 
contenciosa administrativa, y subsidiariamente la disciplinaria, del mismo 

modo indicando que es necesaria la remisión normativa ante la falta de 
regulación especial. 
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Sanciones 

 
Se consagra una sanción tan extrema como la cancelación de la matricula 

profesional. La severidad de este tipo de sanciones, sin duda alguna, 
genera controversia, más la discusión derivada de la gravedad de dichas 
sanciones y su compatibilidad con el derecho sancionatorio administrativo, 

sin embargo, en atención a los principios de la actuación procesal y la 
garantía de los derechos fundamentales, es dable disponer de ciertas 

sanciones ejemplarizantes, a efectos de un mejor ejercicio profesional.  
 
En resumen, a través de este iniciativa se desarrollaron los siguientes 

aspectos:  (i) el ámbito de aplicación (ii) los destinatarios, (iii) los  requisitos 
para ejercer legalmente la profesión, (iv) la conformación del Consejo, su 
naturaleza  y  funciones, las cuales son principalmente, vigilar la conducta 

profesional de los administradores, la de investigar y sancionar a los 
profesionales por faltas a la ética, cometidas en ejercicio la respectiva 

profesión, la expedición de Tarjetas Profesionales y llevar el registro único 
de los profesionales, (v) los principios, (vi) procedimientos, (vii) el tipo de 
faltas que se  investigan, (viii) las sanciones que se imponen, (ix) los 

términos de caducidad y prescripción, (x) la garantía del debido proceso y 
los recursos. Todo lo anterior, en el marco del cumplimiento de funciones 

públicas. 
 
Así las cosas, es de especial importancia resaltar que a través de esta 

reforma se logra mejorar el ejercicio de la administración.  
 
Por lo anterior, consideramos pertinente dictar dichas normas para el 

ejercicio de la profesión de administración, expedir el código de ética y 
derogar la Ley 60 de 1981”, toda vez que pretendemos con esta iniciativa 

darle un importante respaldo al desarrollo de la profesión de la 
administración, así como permitir: I) solucionar la situación de cientos de 
profesionales que hoy en día no tienen acceso a la expedición de la Tarjeta 

Profesional. II) habilitar el ejercicio legal de las actividades propias de la 
administración en el territorio nacional. III) Abrir el mercado laboral tanto 

en el sector público como en el privado. IV) Introducir dentro del ámbito de 
regulación administrativa el ejercicio profesional de la administración al 
país mediante la expedición del código de ética. V) Facilitar el ingreso 

laboral para egresados de carreras con núcleo básico de administración y 
que a la fecha no se encuentran reguladas. VI) Incluir dentro del ámbito de 
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regulación, vigilancia y control a las carreras de administración. VII) Que 

los egresados de carreras de administración sean parte del Consejo 
Profesional de Administración y participes de los eventos, foros, 

conferencias y demás oferta institucional. 
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PROYECTO DE LEY No. ______ DE 2017 

 
“Por medio de la cual se dictan normas para el ejercicio de la profesión de 

administración, se expide el código de ética, se deroga la Ley 60 de 1981 y 
su decreto reglamentario 2718 de 1984” 

 

DECRETA: 
 

 
TÍTULO I 

De la administración 

 
CAPÍTULO I 

De las generalidades de la administración 

 
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente Ley es regular el ejercicio de 

la Profesión de Administración. 
 
Entiéndase por administración, la ciencia social y económica cuyo objeto 

es el estudio e intervención de las organizaciones, entendidas como entes 
sociales y económicos, y su finalidad sea planear, organizar, dirigir y 

controlar toda actividad económica  
 
Artículo 2. Ámbito de Aplicación. La presente ley, se aplicará a los 

profesionales de Administración que estén en ejercicio de su profesión, 
dentro del territorio nacional, tanto nacionales como extranjeros que estén 
legalmente autorizados.  

 
Artículo 3. Destinatarios. Son destinatarios de esta ley, los 

Administradores en ejercicio de su profesión que cumplan con la misión de 
asesorar, patrocinar y asistir a las personas naturales o jurídicas, tanto de 
derecho privado como de derecho público. Se entienden cobijados bajo este 

régimen los Administradores que desempeñen funciones públicas 
relacionadas con dicho ejercicio. Igualmente, lo serán los Administradores 

que en representación de una firma o asociación de Administradores 
suscriban contratos de prestación de servicios profesionales a cualquier 
título 
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Artículo 4°. Programas regulados. El Consejo Profesional de 

Administración expedirá la tarjeta profesional y el ejercerá la vigilancia del 
ejercicio profesional de los programas que correspondan al ámbito de 

conocimiento de la administración. Estos estarán determinados en 
atención a las herramientas normativas que disponga la autoridad 
competente para la aprobación oficial de los programas académicos, así 

como los programas que tengan el mismo objetivo, similar denominación o 
equiparables contenidos académicos.  

 
Para el efecto, el Consejo Profesional de Administración hará uso de las 
herramientas normativas expedidas por la autoridad competente, y 

determinara en qué casos las denominaciones existentes serán 
susceptibles de regulación por su parte. 
 

 

CAPÍTULO II 

Del ejercicio de la administración 

 

Artículo 5º. Requisitos para el ejercicio de la profesión. Para ejercer 
legalmente la profesión de administración en el territorio nacional, se 
requiere contar con el título profesional expedido por una institución de 

educación superior aprobada por el Gobierno Nacional y Tener la tarjeta 
Profesional. 

 

Artículo 6°. De la validez de títulos. Además del título profesional 

conferido conforme con el artículo 4º de la presente Ley, tendrán validez y 
aceptación legal los títulos profesionales convalidados por el Gobierno 
Nacional, así: 

 
a) Los obtenidos por nacionales o extranjeros y que les otorga el título 

de administrador o su equivalente, expedidos por instituciones de 
educación superior de países con los cuales Colombia haya 
celebrado tratados o convenios internacionales sobre reciprocidad de 

títulos universitarios, en los términos de los respectivos tratados o 
convenios. 

b) Los obtenidos por nacionales o extranjeros y que les otorga el título 
de administrador o su equivalente, expedidos por instituciones de 
educación superior de reconocida competencia, en países con los 
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cuales Colombia no tenga celebrados tratados o convenios 

internacionales sobre el particular, siempre y cuando cumpla con los 
requisitos establecidos por el Gobierno Nacional. 

 
Parágrafo 1º. No serán válidos para el ejercicio de la profesión de 
administrador los títulos, certificados o constancias que los acrediten 

como prácticos, empíricos o de carácter honorífico. 
 

Parágrafo 2º. Los títulos otorgados a nivel técnico, tecnológico y de 
postgrado en administración no son objeto de expedición de la tarjeta 
profesional. 

 
Artículo 7°. Requisitos para la expedición de la tarjeta Profesional. 
Para ser matriculado y obtener la Tarjeta Profesional, el interesado deberá 

aportar copia del acta de grado o del diploma donde se evidencie el registro 
oficial del título, copia del documento de identidad y haber efectuado el 

pago por el valor correspondiente a los trámites de expedición. Una vez 
verificados los requisitos, el Consejo Profesional de Administración 
procederá de acuerdo con los procedimientos establecidos para la 

expedición del documento. 
 

Parágrafo 1º. Para efectos de ser matriculados y expedir la respectiva 
tarjeta profesional, el diploma deberá estar registrado de acuerdo con los 
términos establecidos por el Gobierno Nacional. 

 
Artículo 8°. Posesión en cargos y suscripción de contratos. Para poder 
tomar posesión de un cargo público, suscribir contratos laborales o de 

prestación de servicios, en cuyo desempeño se requiera el ejercicio 
profesional se debe exigir la presentación de la Tarjeta Profesional vigente. 

 
CAPÍTULO III 

De los profesionales extranjeros 

 
ARTÍCULO 9. Permiso temporal. El extranjero que ostente el título 

académico en administración o similar y pretenda vincularse bajo 
cualquier modalidad contractual para ejercer temporalmente la profesión 
en el territorio nacional, deberá obtener del Consejo Profesional de 

Administración un permiso temporal para ejercer la profesión sin tarjeta 
profesional, el cual tendrá validez por un (1) año. 
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Parágrafo 1º. El permiso temporal de que trata el presente artículo podrá 
ser renovado hasta por el plazo máximo del contrato o de la labor 

contratada, previa presentación de la solicitud motivada por parte de la 
empresa contratante o por el profesional interesado, previo cumplimiento 
de los requisitos exigidos para tal fin.  

Parágrafo 2º. Se exime del Permiso Temporal al cual se refiere el presente 
artículo, a los profesionales extranjeros invitados a dictar conferencias, 
seminarios, talleres, etc., siempre y cuando no tengan carácter 

permanente. 

Parágrafo 3º. Si el profesional beneficiario del permiso temporal pretende 
laborar de manera indefinida en el país, deberá homologar o convalidar el 
título de acuerdo con las normas que rigen la materia y tramitar la tarjeta 

profesional. 

ARTÍCULO 10. Requisitos para expedir el permiso temporal. Para la 
expedición del permiso se deben anexar los siguientes documentos: título o 

diploma debidamente consularizado o apostillado, según el caso; fotocopia 
del pasaporte o cédula de extranjería; copia del contrato que motiva su 
actividad en el país; y haber efectuado el pago por el valor correspondiente 

que para el efecto fije el Consejo Profesional de Administración. 
 

Artículo 11°. Expedición de la tarjeta profesional para los extranjeros. 
Para el trámite de la tarjeta profesional de los extranjeros se requiere que 
éstos posean visa de residente expedida por el Ministerio de Relaciones 

Exteriores o por los funcionarios consulares, y la convalidación del título 
ante la autoridad competente.  
 

CAPÍTULO IV 
Del Consejo Profesional de Administración 

Artículo 12º. A partir de la publicación de la presente Ley, EL CONSEJO 
PROFESIONAL DE ADMINISTRACIÓN DE EMPRESAS, creado mediante el 
artículo 8º de la Ley 60 de 1981, se denominará CONSEJO PROFESIONAL 
DE ADMINISTRACIÓN. 
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Artículo 13°. Naturaleza del Consejo Profesional de Administración. El 

Consejo Profesional de Administración estará adscrito al despacho del 
Ministro de Comercio, Industria y Turismo, contará con personería jurídica 

propia; con autonomía presupuestal y administrativa, su régimen de 
contratación será privado conservando los principios de la contratación 
pública, y tendrá su sede principal en Bogotá, D.C.  

Artículo 14°. Consejo Directivo. El Consejo Profesional de 

Administración, tendrá un Consejo Directivo integrado por los siguientes 
miembros:  

a. El Ministro de Comercio Industria y Turismo o su delegado, quien lo 

presidirá. 
b. Dos (2) representantes de instituciones de educación superior que 

cuenten con programas académicos con registros calificados o con 

programas acreditados de alta calidad, elegido mediante el 
procedimiento que expida el Consejo Profesional de Administración. 

c. Dos (2) representantes de las asociaciones de egresados, el cual será 
elegido mediante el procedimiento que expida el Consejo Profesional 
de Administración. 

 
Parágrafo 1º. Los miembros del Consejo Profesional de Administración, 
con excepción del Ministro de Comercio, Industria y Turismo o su 

delegado, tendrán que poseer título profesional de administrador o de 
alguna de sus denominaciones aplicables del mismo objetivo, similar 

denominación o equiparables contenidos académicos y tener vigente la 
tarjeta profesional. 
 

Parágrafo 2º. Los actos que dicte el Consejo Profesional de Administración 
en ejercicio de sus funciones se denominarán acuerdos y llevarán las 

firmas del respectivo presidente y secretario. 
 
Parágrafo 3º. Los miembros del Consejo Directivo desempeñaran sus 

funciones ad-honorem. 
 
Parágrafo 4º. Los miembros del Consejo Directivo que tratan los literales 

b) y c) del presente artículo desempeñarán sus funciones por un periodo 
de dos años y sólo podrán ser reelegidos por un período igual. 
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Artículo 15°. Funciones del Consejo Profesional de Administración. El 

Consejo Profesional de Administración tendrá las siguientes funciones: 
 

a) Otorgar la matrícula profesional de Administrador a los graduados 
en administración o de alguna de sus denominaciones aplicables del 
mismo objetivo, similar denominación o equiparables contenidos 

académicos, previo cumplimiento de los requisitos establecidos. 
b) Fijar los derechos correspondientes de los trámites que realice en 

cumplimiento de sus funciones; 
c) Conocer las quejas que se presentan contra la ética profesional por 

parte de los administradores o de alguna de sus denominaciones 

aplicables del mismo objetivo, similar denominación o equiparables 
contenidos académicos, y sancionarlas conforme lo reglamente la 
presente Ley; 

d) Cooperar conjuntamente con las instituciones de educación superior 
y las asociaciones de administradores reconocidas legalmente, para 

el estímulo, desarrollo y mejoramiento de la cualificación de los 
profesionales; 

e) Dictar su reglamento, estructurar su funcionamiento, organizar su 

propia estructura administrativa, y fijar sus normas de financiación; 
f) Las demás que señalen las leyes y los decretos expedidos por el 

Gobierno Nacional. 
 

TÍTULO II 

Del Código de Ética del administrador 
 

CAPÍTULO I 

De las generalidades 
 

PRINCIPIOS BÁSICOS ÉTICOS 
 

Artículo 16º. Principios básicos de la Ética profesional: Además de los 

principios rectores de este Código de Ética del Administrador, descritos de 
manera posterior, se tienen los siguientes principios básicos del 

Administrador: 
 
Integridad: El Administrador deberá mantener indemne su probidad, 

cualquiera que fuese el campo de su actuación en el ejercicio profesional. 
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Competencia. El Administrador deberá contratar trabajos para los cuales 

cuente con las capacidades e idoneidad necesaria para que los servicios 
comprometidos se realicen en forma eficaz y satisfactoria. Igualmente, 

mientras se mantenga en ejercicio activo, deberá considerarse obligado a 
actualizar los conocimientos necesarios para su actuación profesional. 
 

Respeto entre Administradores: El Administrador deberá actuar siempre 
con lealtad y respeto para y entre sus colegas. 

 
Observancia de las disposiciones normativas: El Administrador deberá 
realizar su trabajo, cumpliendo las disposiciones profesionales 

promulgadas por el Estado y el Consejo Profesional de Administración.  
 
Los anteriores principios básicos deberán ser aplicados por el 

Administrador en cualquier trabajo sin ninguna excepción, tanto en el 
ejercicio independiente, o en su calidad de funcionario o empleado de 

instituciones públicas o privadas. 
 
 

CAPITULO II 
 

De los deberes y prohibiciones del administrador 
 
ARTÍCULO 17. Deberes. Es deber fundamental de todo administrador 

tener presente en el ejercicio de su profesión que su actividad no solo está 
encaminada a los aspectos profesionales, sino que debe cumplir con una 
función socialmente responsable y de respeto de la dignidad humana, 

además de los contemplados expresamente en los siguientes literales: 
 

a) Conocer, promover y respetar las normas consagradas en este Código 
y cumplir las normas consagradas en la Constitución y las leyes. 

b) Ejercer su profesión en los términos expresados en la presente Ley y 

aquéllas que la modificaren. 
c) Ejercer la profesión con decoro, dignidad, respeto, honradez e 

integridad por encima de sus intereses personales. 
d) Aplicar en forma leal los conocimientos, teorías, técnicas y principios 

de la profesión, realizando su actividad profesional con la mayor 

diligencia, veracidad, buena fe y sentido de la responsabilidad, 
respetando su juramento de graduación. 
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e) Mantener el secreto profesional en todas sus actuaciones, incluso 

después de cesar la prestación de sus servicios. 
f) Respetar los derechos de autor y dar el crédito a quien corresponda, 

bien sea en escritos o en investigaciones propias. 
g) Respetar la dignidad de la profesión y poner en conocimiento ante las 

autoridades competentes y/o el Consejo Profesional de 

Administración, las contravenciones y faltas contra el Código de 
Ética, las actuaciones que supongan una práctica ilegal de la 

profesión, las conductas deshonestas, corruptas o impropias en las 
que tuviere conocimiento con ocasión del ejercicio de su profesión, 
aportando toda la información y pruebas que le sean conocidas. 

h) Ofrecer servicios y productos de buena calidad evitando lesionar a la 
comunidad. 

i) Cumplir con las citaciones que formule el Consejo Profesional de 

Administración. 
j) Proceder con lealtad y honradez en sus relaciones con los colegas, 

absteniéndose de ejecutar actos de competencia desleal. 
 
ARTÍCULO 18. Prohibiciones. Son prohibiciones generales para los 

administradores: 
 

a) Nombrar, elegir, dar posesión o tener a su servicio para el desempeño 
de un cargo privado o público que sea ejercido por profesionales de 
Administración o de alguna de sus denominaciones aplicables del 

mismo objetivo, similar denominación o equiparables contenidos 
académicos, en forma permanente o transitoria, a quienes no 
cumplan los requisitos establecidos en la presente Ley. 

b) Permitir o facilitar el ejercicio ilegal de las profesiones reguladas por 
esta Ley. 

c) Ejecutar actos de violencia, malos tratos, injurias o calumnias contra 
sus superiores jerárquicos o subalternos, compañeros de trabajo, 
socios y clientes en el contexto del ámbito profesional.  

d) Incumplir las obligaciones civiles, comerciales o laborales que haya 
contraído con ocasión del ejercicio de su profesión o de actividades 

relacionadas con ésta. 
e) Causar, intencional o culposamente, daño o pérdida de bienes, 

equipos o documentos que hayan llegado a su poder por razón del 

ejercicio profesional 
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f) Solicitar o recibir directamente o por interpuesta persona dádivas en 

razón del ejercicio de su profesión. 
g) Participar en licitaciones, concursos o suscribir contratos estando 

incurso en las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en la 
Constitución y la Ley. 

h) Participar en el proceso de evaluación de tareas profesionales de 

colegas, con quienes se tuviese vinculación de parentesco, hasta el 
grado fijado por las normas de contratación pública, o vinculación 

societaria de hecho o de derecho. 
i) Emitir públicamente juicios adversos sobre la actuación de sus 

colegas o señalar errores profesionales excepto que le sean solicitados 

por autoridad competente. 
j) Prestar servicios profesionales a personas o entidades cuyas 

prácticas estén en contra de los principios éticos o ejerzan 

actividades por fuera de la Ley. 
k) Permitir que al amparo de su nombre otras personas realicen 

actividades impropias del ejercicio profesional. 
l) Incumplir las decisiones disciplinarias que imponga el Consejo 

Profesional de Administración u obstaculizar su ejecución. 

m) Las demás prohibiciones incluidas en la presente Ley y normas que 
la complementen y reglamenten. 

 
TÍTULO III 

De los principios rectores y de la falta disciplinaria   

 
CAPÍTULO I 

 

Principios rectores  
 

Artículo 19. Principios Constitucionales que Orientan la Función 
Disciplinaria. Los principios constitucionales que inciden especialmente 
en el ámbito disciplinario deberán orientar el ejercicio de la función 

disciplinaria. 
 

Artículo 20. Las actuaciones se desarrollarán especialmente con 
arreglo a los principios de: 
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1. Dignidad humana. Quienes intervengan en las actuaciones 

disciplinarias, serán tratados con respeto y dignidad inherente al ser 
humano. 

 
2. Titularidad. Corresponde al Estado, a través del Consejo Profesional de 
Administración, conocer de los procesos que por la comisión de las faltas 

previstas en el presente código de ética y que se adelanten contra los 
administradores en ejercicio de su profesión. La acción disciplinaria es 

independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la comisión de la 
falta.  
 

 
3. Legalidad. El administrador sólo será investigado y sancionado 
disciplinariamente por hechos que estén descritos como falta y conforme a 

las sanciones establecidas en este Código. 
 

4. Presunción de inocencia. A quien se atribuya una falta disciplinaria se 
presume inocente mientras no se declare su responsabilidad mediante 
fallo. 

 
5. Prohibición de doble juzgamiento. Los destinatarios del presente 

código, cuya situación se haya resuelto mediante sentencia ejecutoriada o 
decisión que tenga la misma fuerza vinculante, proferidas por autoridad 
competente, no serán sometidos a nueva investigación y juzgamiento 

disciplinarios por el mismo hecho. 
 
 

Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del 
investigado cuando no haya modo de eliminarla. 

 
6. Prevalencia Del Derecho Sustancial. En la aplicación de las normas 
procesales de este código deberá prevalecer la efectividad de los derechos 

sustanciales sobre las disposiciones procedimentales.  
 

7. Debido proceso. El sujeto disciplinable deberá ser investigado por un 
funcionario competente y con la observancia formal y material de las 
normas que determinen la ritualidad del proceso, en los términos de este 

Código. 
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8. Derecho a la defensa. Durante la actuación, el disciplinable tiene 

derecho a la defensa material y a ser asistido por un abogado. Cuando se 
procese como persona ausente, se designará defensor de oficio a través del 

Consejo Superior de la Judicatura. 
 
9. Contradicción. En desarrollo de la actuación, los intervinientes 

autorizados tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas. 
 

10. Gratuidad. Ninguna actuación procesal causará erogación a quien 
intervenga en el proceso, salvo el costo de las copias solicitadas por los 
intervinientes autorizados. 

 
11. Celeridad. El funcionario competente impulsará oficiosamente la 
actuación disciplinaria y cumplirá estrictamente los términos previstos en 

este código.  
 

12. Eficiencia. Los funcionarios deberán ser diligentes en la investigación 
y juzgamiento de los asuntos de su competencia de tal forma que 
garanticen la calidad de sus decisiones y su emisión oportuna.  

 
13. Lealtad. Todos los que intervienen en la actuación disciplinaria, 

tienen el deber de obrar con lealtad y buena fe.  
 
14. Motivación. Toda decisión de fondo deberá motivarse 

adecuadamente. 
 
15. Ilicitud sustancial. Un administrador incurrirá en una falta cuando 

con su conducta afecte sin justificación, alguno de los deberes 
consagrados en el presente Código. 

 
16. Culpabilidad. En materia disciplinaria, sólo se impondrán sanciones 
por faltas realizadas con culpabilidad. Queda erradicada toda forma de 

responsabilidad objetiva. Las clases de culpabilidad, en concordancia con 
la legislación penal, serán: 

  
Dolo. La conducta es dolosa cuando el infractor conoce los hechos 
constitutivos de la falta disciplinaria y quiere su realización.  
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Culpa. La conducta es culposa cuando la ilicitud sustancial es producto 

de la infracción al deber objetivo de cuidado y el infractor debió haberlo 
previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. 

 
 
17. Principio de imparcialidad. El Consejo Profesional de Administración 

deberá investigar y evaluar tanto los hechos y circunstancias 
desfavorables, como los favorables a los intereses del disciplinado. 

 
 
18. Igualdad material. En la actuación disciplinaria prevalecerá la 

igualdad, el Consejo Profesional de Administración dará el mismo trato y 
protección a todos los intervinientes.  
 

19. Criterios para la graduación de la sanción. La imposición de 
cualquier sanción disciplinaria deberá responder a los principios de 

razonabilidad, necesidad y proporcionalidad, en armonía con los criterios 
que fija esta Ley. 
 

I20. Interpretación. En la interpretación y aplicación del presente 
Código, el Consejo Profesional de Administración deberá tener en cuenta 

que la finalidad del proceso es la equidad, la efectividad de lo sustantivo, 
la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y 
garantías debidos a las personas que en él intervienen. 

 
21. Aplicación de principios rectores e integración normativa. En la 
aplicación del régimen disciplinario, prevalecerán los principios rectores 

contenidos en la Constitución Política y en esta Ley. En lo no previsto en 
este Código, se aplicarán los tratados internacionales sobre derechos 

humanos y deontología de los administradores; así como, lo dispuesto en 
el Código Disciplinario Único y demás normas que le sean aplicables. 
 

Parágrafo. En lo que concierne a tipos de recursos, a excepción de los de 
apelación y queja que no proceden en este procedimiento, oportunidad 

para interponerlos, rechazo de los mismos, términos de etapas procesales, 
otros términos, firmeza de los actos administrativos, quejas, variación del 
pliego de cargos, notificaciones, comunicaciones y nulidades procesales; 

así como, la revocatoria directa y otros actos y procedimientos 
administrativos no contemplados en la presente Ley, se aplicará en 
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principio, los contemplados en la Ley 734 de 2002, la Ley 1437 de 2011 y 

la Ley 1474 del mismo año, y demás normas que le sean aplicables. 
 

22. Oralidad. En la actuación procesal prevalecerá la oralidad, sin 
perjuicio de conservar un registro de lo acontecido. Así, de las actuaciones 
orales se levantará un acta breve y clara que sintetice lo actuado; las 

demás actuaciones constarán en expediente especial; los 
pronunciamientos del Consejo Profesional de Administración dentro del 

procedimiento disciplinario, serán a través de autos y resoluciones. Será 
pública a partir de la audiencia de decisión o fallo, debidamente 
ejecutoriado. 

 
 
23. Acceso al expediente. El investigado tendrá acceso a la queja y 

demás partes del expediente disciplinario, sólo a partir del momento en 
que sea escuchado en versión libre y espontánea o desde la notificación de 

cargos, según el caso.  
 
24. Principio de publicidad. El Consejo Profesional de Administración, 

respetará y aplicará el principio de publicidad durante la investigación, no 
obstante, ni el quejoso, ni terceros interesados se constituirán en partes 

dentro de éstas. 
 

CAPITULO II 

 
Falta disciplinaria definición y elementos  

 

 
Artículo 21º. Definición de falta disciplinaria. Se entiende por falta 

disciplinaria, toda violación a las prohibiciones, al correcto ejercicio de la 
profesión o al incumplimiento de los deberes u obligaciones impuestas por 
el Código de Ética adoptado en virtud de la presente Ley, así como a los 

principios consagrados en la misma. 
 

Artículo 22 Elementos de la falta disciplinaria. La configuración de la 
falta disciplinaria deberá estar enmarcada dentro de los siguientes 
elementos o condiciones: 
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a) La conducta o el hecho violatorio de deberes, prohibiciones, 

inhabilidades o incompatibilidades inherentes a la profesión, debe 
haber sido cometido por un profesional de la administración o de 

alguna de sus denominaciones aplicables del mismo objetivo, similar 
denominación o equiparables contenidos académicos. 

b) La conducta o el hecho debe ser intencional o culposo. 

c) El hecho debe haber sido cometido en ejercicio de la profesión o de 
actividades conexas o relacionadas con ésta. 

d) La conducta debe ser apreciable objetivamente y procesalmente debe 
estar probada. 

e) La sanción disciplinaria debe ser la consecuencia lógica de un debido 

proceso, enmarcado dentro de los postulados del Artículo 29 de la 
Constitución Política y específicamente, del régimen disciplinario 
establecido en la presente Ley. 

 
 

Artículo 23º. Función de la sanción disciplinaria. La sanción 
disciplinaria tiene una función preventiva y correctiva para garantizar la 
efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución y la Ley, 

los cuales deben siempre observarse en el ejercicio de la administración. 
 

CAPÍTULO III  
De las sanciones 

 

 
Artículo 24.- Faltas susceptibles de sanción disciplinaria. Será 
susceptible de sanción disciplinaria todo acto u omisión del profesional, 

intencional o culposo, que implique violación de las prohibiciones; de los 
deberes y faltas previstas en este código. 

 
Artículo 25. De las sanciones aplicables. El Consejo Profesional de 
Administración, en ejercicio de su potestad disciplinaria, podrá imponer 

las siguientes sanciones a quienes contravengan las disposiciones del 
presente Código de Ética, de acuerdo a las reglas y principios para 

graduar faltas que esta Ley contempla. 
 
1. Amonestación por escrito. 

2. Multas sucesivas hasta de 10 SMLMV vigentes al momento de la 
sanción a favor del Consejo Profesional de Administración.  
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3. Suspensión temporal de la Matrícula Profesional e inhabilitación para 

el ejercicio profesional de la Administración hasta por un (1) año. 
4. Cancelación definitiva de la Matrícula Profesional que conlleva a la 

inhabilitación permanente para el ejercicio de la profesión. 
 
Artículo 26º. Clasificación de las faltas. Las faltas disciplinarias son: a) 

Gravísimas, b) Graves, y c) Leves. 
 

Artículo 27º. Faltas gravísimas: Constituyen faltas gravísimas y darán 
lugar a la cancelación de la matrícula profesional e inhabilidad 
permanente en el ejercicio de la profesión: 

 
1. Haber sido condenado por delito contra la propiedad o la economía 

nacional, contra los intereses de sus clientes, colegas o autoridades 

de la República, siempre y cuando, la conducta punible comprenda el 
ejercicio de la administración y las denominaciones aplicables del 

mismo objetivo, similar denominación o equiparables contenidos 
académico. 

2. Haber ejercido la profesión durante el tiempo de suspensión de la 

matrícula Profesional e inhabilitación. 
3. Ser reincidente por tercera vez en sanciones de suspensión por razón 

del ejercicio de la profesión, o por sanciones de multa en más de 
cuatro ocasiones. 

4. Haber obtenido la inscripción de la matrícula profesional con base en 

documentos falsos, apócrifos o adulterados. 
5. Derivar, de manera directa o por interpuesta persona, indebido o 

fraudulento provecho patrimonial en ejercicio de la profesión, con 

consecuencias graves para la parte afectada. 
6. Obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice el 

Consejo Profesional de administración respectivo. 
7. El abandono injustificado de los encargos o compromisos 

profesionales, cuando con tal conducta causen grave detrimento al 

patrimonio económico del cliente o se afecte, de la misma forma el 
patrimonio público. 

8. La utilización fraudulenta de las hojas de vida de sus colegas para 
participar en concursos, licitaciones públicas, lo mismo que para 
suscribir los respectivos contratos. 
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Parágrafo: La sanción de cancelación al profesional de administración de 

que trata el numeral 1), podrá ser levantada mediante constancia de 
rehabilitación, a los 5 años de ejecutoriada la sentencia. 

 
Artículo 28º. Faltas graves y leves: Constituye falta disciplinaria grave y 
leve el incumplimiento de los deberes, la violación al régimen de 

inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de intereses consagrado en la 
constitución y en las leyes.  

 
La gravedad o levedad de las faltas se establecerá con los siguientes 
criterios: 

 
A. Criterios generales: 
 

a) La trascendencia social de la conducta. 
b) La modalidad de la conducta  

c) El perjuicio causado. 
d) El grado de culpabilidad. 
e) El grado de perturbación a terceros o a la sociedad. 

f) La falta de consideración con sus clientes, patronos, subalternos y 
en general, con las personas a las que pudiera afectar con su 

conducta. 
g) La reiteración en la conducta. 
h) La jerarquía y mando que el profesional disciplinado tenga dentro de 

su entidad, sociedad, la persona jurídica a la que pertenece o 
representa, etc. 

i) La naturaleza de la falta y sus efectos, según la trascendencia social 

de la misma, el mal ejemplo, la complicidad con otros profesionales 
y el perjuicio causado. 

j) Las modalidades o circunstancias de la falta, teniendo en cuenta el 
grado de preparación, el grado de participación en la comisión de la 
misma y el aprovechamiento de la confianza depositada en el 

profesional disciplinado. 
k) Los motivos determinantes, según se haya procedido por causas 

innobles o fútiles, o por nobles y altruistas. 
l) El haber sido inducido por un superior a cometerla. 
 

B. Criterios de atenuación: 
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a) La confesión de la falta antes de la formulación de cargos. En este 

caso la sanción no podrá ser la exclusión siempre y cuando carezca 
de antecedentes disciplinarios por el ejercicio de la profesión.  

b) Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar 
el perjuicio causado. En este caso se sancionará con amonestación 
escrita, siempre y cuando carezca de antecedentes disciplinarios. 

 
C. Criterios de agravación: 

 
a) La afectación a los derechos humanos. 
b) La afectación de derechos fundamentales. 

c) Atribuir la responsabilidad disciplinaria infundadamente a un 
tercero. 

d) La utilización en provecho propio o a favor de un tercero de los 

dineros, bienes o documentos que hubiere recibido en virtud de la 
empresa encomendada. 

e) Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, 
sean particulares o servidores públicos. 

f) Cuando la conducta se ejerce aprovechando las condiciones de 

ignorancia, inexperiencia, buena fe o necesidad del afectado. 
g) Haber sido sancionado disciplinariamente dentro de los 5 años 

anteriores a la comisión de la conducta que se investiga. 
 
Artículo 29º. Escala de sanciones. Los administradores a quienes se les 

compruebe la violación de las normas contenidas en la presente Ley, 
estarán sometidos a las siguientes sanciones por parte del Consejo 
Profesional de Administración: 

 
a) Las faltas calificadas como leves a título de culpa, sea que el 

administrador disciplinado registre o no antecedentes disciplinarios, 
darán lugar a la aplicación de la sanción de amonestación por 
escrito, la cual constará en el registro que se lleve para tal fin; 

b) Las faltas calificadas como leves a título de dolo, cuando el 
administrador disciplinado no registre antecedentes disciplinarios, 

dará lugar a la aplicación de la sanción de multa, hasta de 5 SMLMV.  

c) Las faltas calificadas como leves a título de dolo, cuando el 
administrador disciplinado registre antecedentes disciplinarios, dará 
lugar a la aplicación de la sanción de multa de 5 SMLV a 10 SMLMV.  

d) Las faltas calificadas como graves culposas, siempre y cuando el 
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administrador disciplinado no registre antecedentes disciplinarios, 

darán lugar a la aplicación de la sanción de suspensión temporal de 
la matrícula e inhabilitación para el ejercicio profesional de la 

Administración por un término de uno (1) a (6) meses; 

e) Las faltas calificadas como graves culposas, siempre y cuando el 
administrador disciplinado registre antecedentes disciplinarios, darán 
lugar a la aplicación de la sanción de suspensión temporal de la 

matrícula e inhabilitación para el ejercicio profesional de la 
Administración por un término de seis (6) meses a un (1) año; 

f) Las faltas calificadas como gravísimas, siempre darán lugar a la 

aplicación de la sanción de cancelación definitiva de la matrícula 
profesional que conlleva a la inhabilitación permanente para el 
ejercicio de la profesión. 

 

Artículo 30- Concurso de faltas disciplinarias. El profesional que con 
una o varias acciones u omisiones infrinja las disposiciones aquí 
contenidas, o varias veces la misma disposición, quedará sometido a la 

que establezca la sanción más grave o en su defecto, a una mayor. 
 
Artículo 31- Circunstancias que justifican la falta disciplinaria. La 

conducta se justifica cuando se comete: 
 

a) Por fuerza mayor o caso fortuito. 
b) En estricto cumplimiento de un deber legal. 
c) En cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida 

con las formalidades legales. 

 

CAPITULO IV 

 

Del procedimiento disciplinario 

 

Artículo 32º. Iniciación del proceso disciplinario. El proceso 
disciplinario de que trata el presente título, se iniciará por queja 

interpuesta por cualquier persona, natural o jurídica, sea de naturaleza 
privada o pública, la cual deberá formularse ante el Consejo Profesional de 

Administración.  

En los casos de público conocimiento o hecho notorio y cuya gravedad lo 
amerite, a juicio del Consejo Profesional de Administración, éste deberá 
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asumir de oficio la indagación preliminar o investigación disciplinaria. 

 

Artículo 33º. Ratificación de la queja. Recibida la queja por el Consejo 
Profesional de Administración a través de la Dirección Ejecutiva, 
procederá a ordenarse la ratificación bajo juramento de la queja por parte 

del quejoso. 

 

Artículo 34º. Renuencia a la ratificación de la queja. En caso que el 
quejoso sea renuente a rendir la ratificación y ampliación juramentada y 

esta fuera absolutamente necesaria para poder continuar la indagación 
preliminar, por carecer la queja de elementos suficientes para establecer 

algún indicio en contra del profesional o su debida identificación o 
individualización, la Dirección Ejecutiva ordenará sumariamente el 
archivo de la queja, actuación de la que rendirá informe al Consejo 

Directivo. Si la gravedad lo amerita o la queja es interpuesta por una 
entidad pública u organismo de control público, no se necesitará 
ratificación de la queja. 

 

Artículo 35º. Falta de competencia. En los eventos en que se verifique 
que no existe competencia por parte del Consejo Profesional de 
Administración, se efectuará el traslado, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 159 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 y/o en los artículos 74 
y siguientes de la Ley 734 de 2002, a la autoridad que deba conocer del 

caso en particular. 

 

Artículo 36º. Conflictos de competencia: Todo conflicto de 
competencias, sea positivo o negativo, será resuelto de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 158 de la Ley 1437 de 2011 y/o en el artículo 82 

y siguientes de la Ley 734 de 2002. 

 

Artículo 37º. Procedencia, fines y trámite de la indagación 
preliminar. En caso de duda sobre la procedencia de la investigación 

disciplinaria y la identificación o individualización del autor de una falta 
disciplinaria, se ordenará una indagación preliminar que tendrá como fin 
verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es constitutiva de 

falta disciplinaria o si se ha actuado al amparo de causal de exclusión de 
responsabilidad.  
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Artículo 38º. Indagación preliminar. La indagación preliminar será 

adelantada por el Consejo Profesional de Administración a través de la 
persona que este designe para ello y no podrá excederse de seis (6) meses, 

contados a partir de la fecha del auto que ordena su apertura, durante los 
cuales se decretarán y practicarán las pruebas que el investigador 
considere pertinentes y que conduzcan a la comprobación de los hechos. 

En el caso de individualizar para ese momento al posible autor, se le 
notificará el inicio de la indagación preliminar. 

 

Artículo 39º. Pruebas en la indagación preliminar. Para el 

cumplimiento de los fines de la indagación preliminar, el investigador 
designado por la Dirección Ejecutiva del Consejo Profesional de 

Administración hará uso de los medios de prueba legalmente reconocidos 
y podrá oír en versión libre y espontánea al profesional para determinar la 
individualización o identificación de los intervinientes en el hecho 

investigado. 

 

Artículo 40º. Informe y calificación del mérito de la indagación 
preliminar. Terminada la etapa de indagación preliminar, la Dirección 

Ejecutiva o quien sea designado para tal fin, procederá dentro de los diez 
(10) días hábiles siguientes a rendir un informe a la Presidencia y la 
Secretaría del Consejo Directivo, para que éstos, dentro de los quince (15) 

días hábiles siguientes a su recibo, califiquen lo actuado mediante auto 
motivado, en el que se determinará si hay o no mérito para adelantar 
investigación formal disciplinaria contra el profesional disciplinado. 

 

En caso afirmativo, en el mismo acto se formulará el auto de investigación 
disciplinaria formal. Si no se encontrare mérito para seguir la actuación, 
la Presidencia y la Secretaría del Consejo ordenarán en la misma 

providencia el archivo del expediente y se comunicará la decisión al 
quejoso y a los profesionales involucrados. 

 

Artículo 41º. Procedencia de la Investigación Disciplinaria. Cuando, 

con fundamento en la queja, en la información recibida o en la indagación 
preliminar, se identifique al posible autor o autores de la falta 
disciplinaria, el investigador iniciara la investigación disciplinaria formal. 
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Artículo 44º. Finalidad de la decisión sobre la investigación 

disciplinaria formal. La investigación disciplinaria formal tiene por 
objetivo verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es 

constitutiva de falta disciplinaria; esclarecer los motivos determinantes, 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que se cometió, el 
perjuicio causado, y la responsabilidad disciplinaria. 

 

Artículo 43º. Contenido de la Investigación disciplinaria formal. La 
decisión que ordena abrir investigación disciplinaria deberá contener: 

 

1. La identidad del posible autor o autores 

2. La relación de pruebas cuya práctica se ordena, para el efecto, se 
incluirá también, la orden de incorporar a la actuación los 

antecedentes disciplinarios del investigado. 

3. La orden de informar y comunicar esta decisión, de conformidad con 
lo señalado en la Ley 734 de 2002. 

 

Artículo 44º. Notificación de la investigación disciplinaria formal. La 
Dirección Ejecutiva o quien esta delegue, notificará la investigación 
disciplinaria formal al profesional investigado, dejándose constancia en el 

expediente. No obstante, de no poder efectuarse la notificación personal, 
se hará por edicto en los términos establecidos en la Ley 1437 de 2011. 

En dicha comunicación de notificación, se deberá informar al investigado 
que tiene derecho a designar defensor. Si transcurrido el término de la 
notificación por edicto, el investigado no compareciere, se solicitará al 

Consejo Nacional o Seccional de la Judicatura, el nombramiento de un 
apoderado de oficio, con quien se continuará la actuación.  
 

Artículo 45º. Término de la investigación disciplinaria formal. El 
término de la investigación disciplinaria formal será de 12 meses contados 

a partir de la decisión de apertura de investigación disciplinaria formal. 
En los procesos que se adelanten por faltas gravísimas, la investigación 
disciplinaria no podrá exceder de 18 meses. Este término podrá 

aumentarse hasta en una tercera parte, cuando en la misma actuación se 
investigue varias faltas o a dos o más inculpados. 

 
Cuando se haya recaudado prueba que permita la formulación de cargos, 
o vencido el término de la investigación, el investigador designado por la 
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Dirección Ejecutiva del Consejo Profesional de Administración, mediante 

decisión de sustanciación modificable y que solo admitirá el recurso de 
reposición, declarará cerrada la investigación. En firme la providencia 

anterior, la evaluación de la investigación disciplinaria se verificará en un 
plazo máximo de quince (15) días. 
 

Dentro de estos quince (15) días enunciados anteriormente, la Dirección 
Ejecutiva procederá a rendir un informe a la Presidencia y la Secretaría 

del Consejo Directivo, para que éstos, dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a su recibo, califiquen lo actuado mediante auto 
motivado, en el que se determinará si hay o no mérito para abrir pliego de 

cargos contra el profesional disciplinado. 
 
Artículo 46º. Decisión de Evaluación. En caso afirmativo, de acuerdo 

con el artículo anterior, se le formulará con el mismo auto, el 
correspondiente auto de apertura de cargos. Si no se encontrare mérito 

para seguir la actuación, la Presidencia y la Secretaría del Consejo 
Directivo ordenarán en la misma providencia el archivo del expediente, 
informando sucintamente la determinación al Consejo en la siguiente 

sesión ordinaria, para que quede consignado en el acta respectiva, 
comunicando la decisión adoptada al quejoso, en caso de archivo, y al 

profesional investigado, por notificación, en caso de apertura de cargos. 
 
Parágrafo: Contra el auto de archivo en cualquier etapa, y contra el fallo 

absolutorio, procede, para el quejoso, el recurso de reposición, el cual 
debe interponerse en los términos de la Ley 734 de 2002. El auto de 
archivo y/o el fallo absolutorio, deben comunicarse al quejoso. 

 
Artículo 47º. Procedencia de la Decisión de Cargos. La Presidencia y la 

Secretaría del Consejo Directivo entonces, formularán pliego de cargos 
cuando esté objetivamente demostrada la falta y exista prueba que 
comprometa la responsabilidad del investigado. Contra el auto que ordena 

la apertura de pliego de cargos no procede recurso alguno. 
 

Artículo 48º. Contenido de la Decisión de Cargos. La decisión mediante 
la cual se formulen cargos al investigado, contendrá: 
 

1. Descripción y determinación de la conducta investigada, con 
indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se 

mailto:%20harry.gonzalez@camara.gov.co


 
C a r r e r a  7  N o .  8 - 6 8  O f . 5 4 3 b  T e l :  3 8 2 3 1 0 1  

E d i f i c i o  N u e v o  d e l  C o n g r e s o  d e  l a  R e p ú b l i c a  
 h a r r y . g o n z a l e z @ c a m a r a . g o v . c o  

 

realizó. 

2. Las normas presuntamente violadas y el concepto de la violación, 
concretando la modalidad especifica de la conducta. 

3. La identificación del autor o autores de la falta. 
4. El análisis de las pruebas que fundamentan cada uno de los cargos 

formulados. 

5. La exposición fundada de los criterios tenidos en cuenta para 
determinar la gravedad o levedad de la falta. 

6. La forma de culpabilidad. 
7. El análisis de los argumentos expuestos por los sujetos procesales. 
8. Las sanciones aplicables 

 

Artículo 49º. Notificación pliego de cargos. La Dirección Ejecutiva 

notificará personalmente el pliego de cargos al profesional investigado, No 
obstante, de no poder efectuarse la notificación personal, se hará por 

edicto en los términos establecidos en los artículos 100 y siguientes de la 
Ley 1437 de 2011.  
 

Si transcurrido el término de la notificación por edicto, el investigado no 
compareciere, se solicitará al Consejo Seccional de la Judicatura, el 

nombramiento de un apoderado de oficio (de la lista de abogados inscritos 
ante el Consejo Seccional de la Judicatura con quien se continuará la 
actuación.) 

 

Artículo 50º. Traslado del pliego de cargos. Surtida la notificación, se 

dará traslado al profesional inculpado por el término improrrogable de 
diez (10) días hábiles, para presentar descargos por escrito, solicitar y 

aportar pruebas. Para tal efecto, el expediente permanecerá a la 
disposición del investigado en la Dirección Ejecutiva. 
 

Artículo 51º Traslado especial del pliego de cargos. Para los 
profesionales inculpados que residan fuera de Bogotá, el término de 

descargos será de veinte (20) días hábiles a partir de la notificación; y para 
los residentes en el extranjero de treinta (30) días hábiles a partir de la 
notificación. Las notificaciones fuera del país se atenderán de acuerdo con 

las normas generales del derecho procesal. 
 

Artículo 52º. Etapa probatoria. Vencido el término de traslado, la 
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Dirección Ejecutiva resolverá, mediante auto, sobre las nulidades 

propuestas y ordenara la práctica de las pruebas que hubieren sido 
solicitadas, de acuerdo con los criterios de conducencia, pertinencia y 

necesidad. Además, ordenará de oficio las que considere necesarias. Las 
pruebas ordenadas se practicarán en un término no mayor a noventa (90) 
días.  

 
Artículo 53º. Traslado para alegatos de conclusión: Si no hubiere 

pruebas que practicar o habiéndose practicado las señaladas en la etapa 
de juicio disciplinario, la Dirección Ejecutiva, mediante auto de 
sustanciación modificable ordenará traslado común de 10 días para que 

los sujetos procesales puedan presentar alegatos de conclusión. 
 

Artículo 54º. Decisión – Fallo. Vencido el término probatorio previsto, o 

si no hubiere pruebas que practicar, los miembros del Consejo Directivo 
del Consejo Profesional de Administración con base en la evaluación de las 
pruebas correspondientes proferirán fallo dentro los 20 días hábiles 

siguientes al vencimiento del término de traslado para presentar alegatos 
de conclusión. 

 

Artículo 55º. Quórum decisorio - Fallo. La decisión de Fallo deberá ser 

adoptada por la mitad más uno de los miembros del Consejo Directivo del 
Consejo Profesional de Administración en calidad de jueces disciplinarios. 

 

Artículo 56º. Del Acto Administrativo decisorio. La decisión de fallo 
que adopte el Consejo Profesional de Administración en virtud del 

procedimiento disciplinario que esta Ley contempla, será sancionatoria o 
absolutoria y deberá ser motivada.  

 
Parágrafo. La decisión que adopte el Consejo Profesional de 
Administración constará en resolución, esta deberá ser motivada y 

contendrá:  
 

a) La individualización del disciplinado, 

b) la relación sucinta de los hechos,  
c) la alusión a los fundamentos de la defensa,  

d) la relación y valoración probatoria,   
e) la decisión ordenando el correspondiente registro, 
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f) Las firmas del Presidente y Secretario del Consejo. 

g) La indicación de la procedencia del recurso de reposición. 

Artículo 57º. Ejecución y registro de la sanción. Notificado el acto 
administrativo definitivo, el Consejo Profesional de Administración anotará 

la sanción impuesta en el correspondiente registro que se lleve para tal 
fin. La sanción debidamente ejecutoriada, comenzará a regir a partir de la 
fecha de su inscripción. 

Artículo 58º. De los salvamentos de voto. Los salvamentos de voto 
respecto a la decisión final, si los hay, deberán constar en el acta de la 
reunión respectiva y deberán contener los fundamentos del por qué se 

aleja de la decisión mayoritaria. 

 

Artículo 59º. Notificación de la decisión. La decisión adoptada por el 
Consejo se notificará personalmente al investigado o su apoderado. 

 

Artículo 60º. Recurso de reposición. Contra dicha providencia solo 

procede el recurso de reposición ante el Consejo Directivo del Consejo 
Profesional de Administración; el recurso deberá presentarse por escrito 

con el lleno de los requisitos descritos en el artículo 77 de la Ley 1437 de 
2011, dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación.  

 

Parágrafo. Si el Fallo es absolutorio, se le comunicará al quejoso, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 734 de 2002. 

Contra la decisión absolutoria, procede para el quejoso, el recurso de 
reposición ante el Consejo Profesional de Administración, el cual deberá 

interponerse por escrito dentro de los diez (10) días siguientes al 
cumplimiento de la comunicación. 

 

Artículo 61º. Resolución del Recurso de Reposición: El Consejo 
Profesional de Administración, mediante resolución motivada, resolverá el 

recurso interpuesto dentro de los términos señalados en los artículos 83 y 
siguientes de la Ley 1437 de 2011, determinación que será definitiva y 

contra la cual no procederá recurso alguno  

  

Artículo 62º. Cómputo de la sanción. Las sanciones impuestas por 
violaciones al presente régimen disciplinario, empezarán a computarse a 
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partir de la fecha de la notificación y debida ejecutoria del acto que se 

haga al profesional sancionado de la decisión del Consejo Profesional de 
Administración y sobre lo definido en el recurso de reposición. 

 

Artículo 63º. Ejecución y registro de la sanción. Notificado y 
ejecutoriado el acto administrativo definitivo, el Consejo Profesional de 
Administración anotará la sanción impuesta en el correspondiente registro 

que se defina para tal fin. Esta comenzará a regir a partir de la fecha.  

 

Artículo 64º. Aviso de la sanción. De toda sanción disciplinaria 
impuesta a un profesional, a través de la Dirección Ejecutiva, se dará 
aviso a la Procuraduría General de la Nación y a la Personería de la ciudad 

o municipio donde se generó la falta. 

 

Artículo 65º. Prescripción de la facultad sancionatoria. La acción 
disciplinaria prescribe en cinco años, contados para las faltas 

instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter 
permanente o continuado desde la realización del último acto ejecutivo de 
la misma. 

Cuando fueren varias las conductas en un solo proceso, la prescripción de 
las acciones se cumple independientemente para cada una de ellas. 

 
Artículo 66°. Establézcase el 4 de noviembre de cada año como el Día 
Nacional del Administrador.  

 
Artículo 67°.  En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá 

lo previsto en el Código Único Disciplinario y la Ley 1437 de 2011. En 
tanto le sean compatibles 
 

Artículo 68°.  Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de 
su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en 
especial la Ley 60 de 1981 y el Decreto Reglamentario 2718 de 1984. 

 
Parágrafo transitorio: Los efectos relativos al código de Ética del presente 

texto normativo, se mantendrán suspendidos transitoriamente, por un 
lapso de 180 días prorrogables hasta por otros 180 días contados a partir 
de la publicación de la presente ley, en atención a la necesidad del 
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establecimiento de las herramientas orgánicas y funcionales para su 

correcto ejercicio al interior del Consejo de Administración. 
 

Parágrafo. En el entendido de que la derogación de normas que aquí se 
ordenan no comprende las relacionadas con la creación y asignación de 
funciones a los consejos profesionales existentes para especialidades de la 

administración y las profesiones afines y auxiliares de esta disciplina 
 

 
De los Honorables Congresistas, 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:%20harry.gonzalez@camara.gov.co


 
C a r r e r a  7  N o .  8 - 6 8  O f . 5 4 3 b  T e l :  3 8 2 3 1 0 1  

E d i f i c i o  N u e v o  d e l  C o n g r e s o  d e  l a  R e p ú b l i c a  
 h a r r y . g o n z a l e z @ c a m a r a . g o v . c o  

 

 

 
ROSMERY MARTÍNEZ ROSALES          HERNAN GUSTAVO ESTUPIÑAN 

(H) Senador de la República                    CALVACHE 
                                                           (H) Representante a la Cámara                                                                                               
                                                               Departamento de Nariño  
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